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LAS “BARRERAS CORTAFUEGOS” Y LOS DERECHOS HUMANOS 
DE LAS PERSONAS MIGRANTES

“Firewalls” and the Human Rights of Migrants

Resumen
El acceso de la población migrante a los servicios públicos, tales como salud, 
educación, sistema judicial y diversos otros, además de su garantía propiamente 
tal, requiere que dichos servicios no compartan la información sobre el status 
migratorio de las personas con las agencias policiales o migratorias. De este 
modo, las personas migrantes podrán acudir a los servicios públicos sin temor 
a ser detenidas o deportadas. Dichas prohibiciones de compartir información 
se denominan “barreras cortafuegos” y tienen sustento en los estándares 
internacionales de derechos humanos. Muchas ciudades de diferentes países 
(conocidas como “Ciudades Santuario”) han establecido tales barreras, aunque 
ellas continúan siendo excepcionales.
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migrantes; estándares internacionales de derechos humanos de las personas 
migrantes; “Ciudades Santuario”

Abstract
The access of migrants to public services such as health, education, the judicial 
system and others, in addition to their recognition, requires that such services 
do not share the information about the migratory status of their clients with 
the enforcement agencies. In this way, migrants will be able to seek the public 
services without fear of being detained or deported. These prohibitions are 
called “firewalls” and are based on international human rights standards. 
Many cities from different countries (the so-called “Sanctuary Cities”) have 
established “firewalls”, although they are still the exception.
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Introducción1

La Pandemia de la COVID-19 y su impacto en los derechos humanos de las personas 
migrantes volvieron especialmente necesario y acuciante el establecimiento de “barreras 
cortafuegos” (“cortafuegos” o “firewalls”) en las políticas migratorias, sobre todo en relación con 
las personas migrantes que se encuentran en situación irregular. Aunque la importancia de tales 
barreras es permanente, en el contexto de crisis sanitaria su relevancia y urgencia se volvieron 
más agudas. En una Nota de Orientación Conjunta sobre COVID-19 y migración, el Comité 
de Protección de los Trabajadores Migratorios y el Relator Especial de la ONU sobre derechos 
humanos de los migrantes se señala que con frecuencia las personas migrantes en situación irregular 
tienen temor de acudir a los servicios de salud, lo cual tiene efectos especialmente graves, tanto 
a nivel individual, como respecto de la salud pública, en el contexto de la reciente Pandemia. 
“Los Estados – señala dicho documento – deben establecer “cortafuegos” entre la aplicación de 
las normas migratorias y los servicios públicos para que todos los migrantes, indistintamente de 
su condición migratoria, puedan acceder a la atención médica, a la educación, a otros servicios 
sociales y a la justicia sin miedo a la detección, detención y deportación” (Comité de Trabajadores 
Migratorios y Relator Especial sobre derechos humanos de los migrantes, 2020, numeral 10).

Por “barreras cortafuegos” entendemos aquí las medidas que establecen una separación 
estricta entre los diversos servicios públicos y las agencias migratorias, de manera que los primeros 
no compartan con las segundas la información migratoria acerca de las personas a las que 
acogen o atienden (Crépeau, Hastie, 2015, p. 158). “Barreras cortafuegos” (como traducción al 
español de “firewalls”) es la expresión más utilizada en este sentido en el debate internacional 
sobre migraciones. En el caso de EE.UU., la referencia a ellas se hace a través del concepto 
de “Ciudades Santuario” (“Sanctuary Cities”), que son precisamente aquellas que establecen 
“barreras cortafuegos” (Cruz, 2019). 

En los últimos años se ha venido prestando creciente – aunque todavía insuficiente – 
atención a la relevancia de las “barreras cortafuegos” (Furri, 2018, p. 27-33), pero en la práctica 
son pocos los lugares donde ellas se encuentren firmemente reconocidas en la legislación interna. 
La discusión sobre las “Ciudades Santuario” adquirió mucha publicidad en EE.UU. durante la 
Administración Trump por sus intentos de desmantelarlas, produciéndose una reacción a esos 
intentos que alcanzaron difusión en el resto del mundo. Ello puso de manifiesto la tensión que 
puede existir entre las medidas migratorias a nivel de ciudades y las políticas estatales o federales. 
Sin embargo, a pesar de su importancia para los derechos humanos de quienes migran, la cuestión 
de las “barreras cortafuegos” se mantiene en un lugar secundario del debate y política migratorias.

En este trabajo se revisan primeramente algunos de los abordajes recientes de los órganos 
internacionales de derechos humanos acerca del lugar central que deben ocupar las “barreras 
cortafuegos” en la protección de los derechos humanos de las personas migrantes conforme a 
los estándares de Derecho Internacional. De manera especial, se analizan los pronunciamientos 
efectuados al respecto por organismos de Naciones Unidas. Luego, el trabajo expone algunas 
experiencias comparadas de distintas ciudades del mundo en materia de establecer tales barreras. 
Cabe hacer notar que, además de las “barreras cortafuegos”, existen otras vías de acogida y 
solidaridad por las ciudades a las personas migrantes. Este artículo, no obstante, se concentra 
únicamente en las mencionadas barreras, sin que ello implique desmerecer la importancia de 
otras iniciativas.

1	 El autor agradece a Ámbar Colonel por su colaboración para este artículo.
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Migrantes en situación irregular ad aeternum
La expansión de políticas migratorias inspiradas en un enfoque de seguridad, que criminalizan 

la migración, ha adquirido prevalencia en muchos países del mundo en las últimas décadas. Esto 
se ha traducido en un intento – a menudo frustrado – por contener la movilidad humana a 
cualquier costo, incluyendo la violación de los derechos humanos de quienes migran. La restricción 
creciente de las vías regulares para migrar, en particular para las personas pobres, ha llevado a que 
estas busquen vías alternativas, en especial la migración irregular (Dauvergne, 2014).

Como parte de esta tendencia se insertan también las crecientes restricciones al derecho de 
buscar y recibir asilo o a otorgar otras formas de protección internacional. En muchos países existe 
un enorme retraso en los procedimientos al respecto, dejando a decenas de miles de personas en 
situación de espera, a veces durante años. De acuerdo a las cifras de ACNUR, hacia el final de 
2023 existían 6,9 millones de personas a nivel global esperando una decisión sobre su solicitud 
de asilo (ACNUR, 2024). Este retraso no solamente obedece a razones burocráticas, sino a la 
renuencia de muchos Estados a dotar de eficacia a este derecho para evitar lo que llaman un 
“efecto llamada”, a pesar de que este no es un parámetro aplicable para las determinaciones sobre 
asilo. En combinación con lo anterior, con frecuencia las solicitudes son rechazadas sin que se 
haya realizado una entrevista con las características que exigen los estándares internacionales en 
la materia. Estas limitaciones al derecho a buscar y recibir asilo lo vuelven prácticamente ilusorio 
en situaciones extremas y conducen a que muchas personas que, conforme a los estándares 
internacionales deberían recibirlo, permanezcan como migrantes irregulares.

Una vez que las personas ingresan al territorio del Estado de destino por vía irregular, suelen 
ser objeto de detención y deportación, además de otros muchos abusos y vulneraciones a sus 
derechos (Lyon, 2014; Moreno-Lax, Lemberg-Pedersen, 2019; De Hass, 2024). Otras consiguen, 
sin embargo, mantenerse al margen de la vigilancia estatal y permanecen en su status de migrantes 
irregulares. Este precario status puede persistir por años e incluso por décadas, en un contexto 
en que, bajo la inspiración de alegados enfoques de seguridad, los procesos de regularización 
masivos han pasado a ser muy excepcionales. Incluso en una situación de tanta gravedad como 
la Pandemia reciente, se advierte cómo a lo sumo los Estados otorgaron permisos temporales 
de residencia hasta que concluyera la crisis sanitaria, pero, salvo contadas excepciones, no 
emprendieron procesos de regularización permanentes.

Dada esta situación de millones de personas que por diversas razones permanecen en 
situación irregular durante muy largo tiempo, es que el establecimiento de “barreras cortafuegos” 
aparece como un mecanismo práctico esencial para la salvaguarda de algunos de sus derechos 
humanos básicos que mencionaremos en este artículo, tales como el acceso a la justicia, el derecho 
a la salud, a la educación, y diversos otros (Crépeau, Hastie, 2015, p. 165-168).

Las barreras cortafuegos y la perspectiva de género en la migración
Como se describe en dos informes de la Relatoría Especial sobre derechos humanos de los 

migrantes de la ONU (Informe del Relator Especial sobre derechos humanos de los migrantes, 
Efectos de la migración en las mujeres y las niñas migrantes: una perspectiva de género, 2019; 
Los derechos humanos de las personas migrantes: buenas prácticas e iniciativas en el ámbito de 
la legislación con una perspectiva de género, 2019), el enfoque de género debe ser un elemento 
central en la comprensión de la migración y en la formulación e implementación de las políticas 
públicas en la materia. El Pacto Mundial para una Migración Segura, Ordenada y Regular, 
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adoptado en 2018, es el primer instrumento internacional sobre migraciones que se refiere en 
forma expresa a la perspectiva de género, que es señalada como uno de sus principios rectores 
(Pacto Mundial para uma Migración, 2018, numeral 15, letra “g”). Una serie de factores ha vuelto 
cada vez más acuciante la importancia de trabajar con un enfoque de género en la materia. 
Entre ellos se cuentan la feminización de la migración, que en la última década ha alcanzado al 
50% o más de quienes migran; la creciente autonomía de las mujeres migrantes ya sea porque 
migran solas, o porque en el país de destino desarrollan actividades laborales o educacionales 
independientemente de su pareja; las especificidades de los requerimientos de la migración de las 
mujeres; y el retorno y reintegración de las mujeres migrantes; entre otros factores.

Como consecuencia, desde una perspectiva de género, la necesidad de levantar “barreras 
cortafuegos” eficaces se torna ineludible para la protección de los derechos humanos de las 
mujeres migrantes. Las especificidades de sus requerimientos para salvaguardar sus derechos, así 
como la situación de especial vulnerabilidad en que se hallan muchas de ellas (agregada a la que 
soportan como migrantes) son elementos centrales al respecto.

Entre las especificidades resalta la necesidad de proteger los derechos sexuales y reproductivos 
de las mujeres migrantes, para lo cual el establecimiento de cortafuegos entre los servicios de 
salud y las agencias migratorias debe ocupar un lugar principal. En este sentido, como se señala 
en uno de los informes sobre género y migración de la Relatoría Especial sobre derechos humanos 
de los migrantes de la ONU, “[l]as mujeres y las niñas migrantes a menudo no tienen acceso 
fiable a atención de salud o a atención de salud reproductiva en los países de tránsito y destino”, 
debido, como una de las causas principales, al “temor a la deportación u otras consecuencias, en 
particular en el caso de las migrantes en situación irregular” (Efectos de la migración en las mujeres 
y las niñas migrantes: una perspectiva de género, párrafo 60).

Además, como las mujeres migrantes son con mayor frecuencia víctimas de trata, deben 
existir cortafuegos eficaces entre las instituciones del sistema de justicia (tribunales, fiscalías, 
policías, etc.) y los órganos que gestionan la migración. Esto es muy relevante también en relación 
con la situación de las mujeres migrantes víctimas de violencia, especialmente de violencia de 
género. Como se señala al respecto en uno de los informes sobre género y migración de la Relatoría 
Especial sobre derechos humanos de los migrantes, “los cortafuegos permitirán que las mujeres 
y niñas migrantes que pueden ser víctimas de cualquier forma de violencia o abuso, incluida 
la violencia de género y el abuso sexual, denuncien los delitos, obtengan acceso a asistencia 
letrada y tengan acceso a los tribunales para defender sus derechos” (Efectos de la migración en las 
mujeres y las niñas migrantes: una perspectiva de género, párrafo 66).

De manera más general, puesto que las mujeres migrantes suelen encontrarse a lo menos 
bajo una situación de doble vulnerabilidad, la existencia de cortafuegos en otros ámbitos es 
también especialmente acuciante. Esto es aplicable, entre otros ámbitos, al de la educación (para 
formarse ellas mismas o sus hijos/as), al trabajo, a la seguridad social, a la vivienda, etc.

En el informe mencionado sobre género y migración, al referirse al derecho a la educación 
de quienes migran, se señala que “[c]uando no existen cortafuegos, es decir, los datos personales 
de los niños migrantes y sus familias pueden compartirse con las autoridades de inmigración, las 
niñas migrantes son más renuentes a matricularse en la enseñanza y hacer realidad ese derecho 
básico” (Efectos de la migración en las mujeres y las niñas migrantes: una perspectiva de género, 
cit., párrafo 64). Consecuentemente, en dicho informe una de las recomendaciones dirigidas a los 
Estados señala que se “[e]stablezcan cortafuegos entre los proveedores de servicios públicos y las 
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autoridades de inmigración para permitir el acceso a la justicia de las mujeres y niñas migrantes 
sin temor a ser denunciadas, detenidas o deportadas” (Efectos de la migración en las mujeres y las 
niñas migrantes: una perspectiva de género, recomendación “s”).

En el segundo informe sobre género y migración de la Relatoría Especial sobre migrantes 
se señala en el mismo sentido que “supeditar la adquisición de un estatus migratorio regular a 
la cooperación con las fuerzas del orden o con funcionarios gubernamentales también merma la 
capacidad de las mujeres y las niñas migrantes de pedir y obtener protección. En ausencia de un 
cortafuegos – añade el informe –, la violencia sufrida por migrantes dista mucho de denunciarse 
en su verdadera medida” (Los derechos humanos de las personas migrantes: buenas prácticas 
e iniciativas en el ámbito de la legislación con una perspectiva de género, párrafo 102). Entre 
las recomendaciones formuladas en el informe en referencia se contienen dos referidas a los 
“cortafuegos”. En una de ellas se indica que los Estados deben “[g]arantizar el acceso a servicios 
sanitarios, incluidos servicios integrales de salud sexual y reproductiva; deben establecerse 
cortafuegos entre los servicios sanitarios y las autoridades de inmigración para que las mujeres 
y las niñas migrantes no se sientan desalentadas a acceder de forma efectiva a esos servicios” 
(idem, recomendación “l”) y en otra que deben “[v]elar por que exista un cortafuegos claro entre 
las autoridades policiales locales y las de inmigración para fomentar la denuncia de delitos, en 
particular de casos de violencia de género” (idem, recomendación “m”).

Niñez migrante
En su Observación General Conjunta sobre los principios generales relativos a los derechos 

humanos de los niños en el contexto de la migración internacional, el Comité sobre Trabajadores 
Migratorios y el Comité de Derechos del Niño se refieren a los cortafuegos aplicados a este 
colectivo. Así, en dicho documento se indica que “debe asegurarse la existencia de separaciones 
efectivas (“firewalls”, en la versión en inglés) entre los servicios de protección de la infancia y las 
autoridades de inmigración” (ONU, Comité de Trabajadores Migratorios y Comité de Derechos 
del Niño, 2017, párrafo 42), prohibiéndose “el intercambio y utilización a efectos de aplicación 
de las leyes de inmigración de los datos personales reunidos para otros fines, como la protección, 
la reparación, el registro civil y el acceso a servicios”, al considerar que ello es necesario para la 
protección de los datos personales, así como de los derechos de los niños y niñas, de acuerdo con 
lo dispuesto en la Convención sobre los Derechos del Niño (idem, párrafo 17). 

La importancia de las barreras cortafuegos también es mencionada en el informe sobre 
detención migratoria infantil de la Relatoría Especial sobre derechos humanos de los migrantes. 
Entre las recomendaciones que formula se encuentra una en que se llama a los Estados a 
desarrollar “cortafuegos entre los proveedores de servicios públicos y las autoridades encargadas 
de hacer cumplir la ley en materia de inmigración (Relator Especial sobre derechos humanos de 
los migrantes, 2020, recomendación “h”).

Asimismo, vale la pena mencionar que otras instituciones u organismos han recomendado 
la adopción de “barreras cortafuegos” por los Estados en relación con la niñez migrante. Entre 
otras, lo han hecho UNICEF, que destaca que en ciudades como Ginebra, Munich o Seul ellas 
han sido establecidas exitosamente (UNICEF, 2017, p. 26) y, en un pronunciamiento conjunto, la 
Relatora Especial sobre la venta y la explotación sexual de niños, incluidos la prostitución infantil, 
la utilización de niños en la pornografía y demás material que muestre abusos sexuales de niños 
y la Relatora Especial sobre la trata de personas, especialmente mujeres y niños (Relatora Especial 
venta y explotación de niños y Relatora Especial Trata, 2017, párrafo 53).
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Acceso a servicios públicos
La relevancia de los “cortafuegos” se extiende al acceso a los diversos servicios públicos y 

al ejercicio de los derechos humanos correlativos. Si se trata de acceder al sistema de justicia en 
un sentido amplio, es decir, abarcando tanto al Poder Judicial como a otras instituciones (fiscalías, 
defensorías públicas, policías, etc.), resulta indispensable el establecimiento de las barreras 
cortafuegos para que el migrante pueda presentar una denuncia penal, civil, laboral, administrativa 
o de otro carácter, sin temor a ser detenido o deportado. La ausencia de tales barreras limita 
seriamente el acceso a la justicia en situación migratoria irregular, contribuye a la impunidad en 
materia criminal y reduce significativamente la posibilidad de hacer efectivos los derechos humanos 
a través del ejercicio de las acciones judiciales correspondientes. En el informe sobre acceso a 
la justicia de migrantes, el Relator Especial en la materia enfatiza la centralidad que poseen los 
cortafuegos en el acceso a la justicia, que constituye la piedra de toque para el ejercicio de los 
diferentes derechos humanos (Relator Especial sobre derechos humanos de los migrantes, 2018).

Lo mismo es aplicable a los demás servicios públicos. Así, la ausencia de “cortafuegos” 
puede inhibir a los migrantes en situación de irregular de acudir a los servicios de salud. Durante 
la Pandemia de COVID-19 esto adquirió connotaciones de salud pública, ya que la ausencia de 
vacunación no solo podía acarrear graves consecuencias para la salud o la vida del propio migrante 
sino para la sociedad. Esto también aplica en la actualidad dependiendo de la enfermedad de que 
se trate.

En materia de educación, cuando se carece de “barreras cortafuegos” se vuelve más 
probable que los migrantes irregulares no escolaricen a sus hijos por temor a que el sistema 
educacional comparta la información migratoria suya y de sus hijos, y las consecuencias que ello 
pueda producir.

Lo descrito en los párrafos anteriores también es aplicable a los demás servicios públicos, ya 
que sin la existencia de “cortafuegos” su acceso a ellos y el consiguiente ejercicio de los derechos 
humanos de las personas migrantes se verá seriamente afectado.

Otros pronunciamientos de organismos internacionales
Debido a su importancia para la protección de los derechos humanos de las personas 

migrantes, especialmente en un contexto de situaciones masivas de irregularidad migratoria, en 
los últimos años el establecimiento de “barreras cortafuegos” ha venido siendo recomendado 
reiteradamente por numerosos mecanismos de organizaciones internacionales y regionales, 
lo cual permite afirmar que ellas poseen una importante base jurídica a nivel internacional. A 
continuación, se señalarán algunas de las recomendaciones más significativas.

En una Declaración conjunta de 18 de diciembre de 2013 para celebrar el Día Internacional 
del Migrante, el Relator Especial de las Naciones Unidas sobre los derechos humanos de los 
migrantes, el Presidente del Comité de las Naciones Unidas de Protección de los Derechos de 
todos los Trabajadores Migrantes y de sus Familiares, y el Relator de la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos sobre los Derechos de los Migrantes, señalaron que “se debe facilitar el 
acceso de todos los migrantes, incluidos los que se encuentran en situación de irregularidad, a 
agentes sociales tales como personal de salud, personal escolar, inspectores laborales, trabajadores 
sociales o la policía local, sin temor de que los arresten, los detengan o los deporten simplemente 
por pedir ayuda”. Para lograrlo, recomiendan que los Estados establezcan “barreras cortafuegos” 
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entre los servicios públicos y los organismos de aplicación de la legislación migratoria (OEA, 2013). 
Esta recomendación se reitera en la Declaración conjunta del Relator Especial de las Naciones 
Unidas sobre los derechos humanos de los migrantes y el presidente del Comité de las Naciones 
Unidas de Protección de los Derechos de todos los Trabajadores Migrantes y de sus Familiares, en 
ocasión del Día Internacional del Migrante el año 2015 (ONU, 2015).

El Comité de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus 
Familiares se refirió a esta cuestión en su Informe anual de 2013 presentado a la Asamblea General 
de las Naciones Unidas, afirmando que el establecimiento de “barreras cortafuegos” locales 
y regionales para proteger a los trabajadores migratorios en su interacción con las autoridades 
públicas constituye una de las medidas que deberían adoptar los Estados (ONU, 2013).

En el Informe del Relator Especial sobre los derechos humanos de los migrantes al Consejo 
de Derechos Humanos en 2014, se recomendaba velar por que todas las personas migrantes 
pudieran acceder a las instituciones de derechos humanos, los juzgados y los tribunales sin temor 
a ser expulsadas. Para ello, el Relator recomienda el establecimiento de “barreras cortafuegos” 
entre las autoridades de control de la inmigración y los servicios públicos como la policía y los 
servicios de salud y educación, de manera que las personas migrantes en situación irregular 
puedan gozar de manera efectiva de sus derechos civiles, económicos, sociales y culturales sin 
miedo de ser descubiertas, detenidas, internadas o expulsadas (ONU, Relator Especial migrantes, 
2014, párrafos 100 y 103).

En otro informe del mencionado Relator Especial, referido a regularización migratoria, se 
enfatiza la situación de vulnerabilidad de los migrantes irregulares, la que, entre otras causas, 
obedece a la ausencia de cortafuegos (ONU, Relator Especial migrantes, 2023a, párrafo 34)

La Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
también ha recomendado que se incluyan garantías explícitas para la protección de los datos 
personales en los acuerdos de intercambio de información entre organismos de un mismo Estado. 
Estas garantías deberían incluir el establecimiento de barreras entre las autoridades migratorias y 
los servicios públicos (ONU, Alto Comisionado, 2014, p. 50, recomendación 11). 

El establecimiento de “barreras cortafuegos” o de una separación funcional entre la 
aplicación de la legislación laboral y de la legislación migratoria también ha sido recomendado 
por la Organización Internacional del Trabajo (OIT), instando a los gobiernos a que “permitan que 
los trabajadores migrantes indocumentados puedan hacerse representar de manera anónima por 
sindicatos ante los tribunales del trabajo” (OIT, 2013, p.19). En materia de protección laboral, ha 
señalado que la necesidad de que se establezcan tales barreras entre las autoridades encargadas 
de las inspecciones laborales y las autoridades migratorias, de manera de asegurar que las personas 
trabajadoras migrantes que sufren abusos puedan tener acceso a recursos y reparaciones efectivas, 
incluyendo la compensación económica (OIT, 2016, párrafos 480-482).

También en materia laboral migratoria, un informe de 2023 del Relator Especial sobre 
derechos humanos de los migrantes llama a los Estados a “[i]mplantar ‘cortafuegos’ para separar 
los servicios públicos de las autoridades de inmigración a fin de garantizar que no se disuada a los 
trabajadores migrantes de acceder a la educación, a una vivienda adecuada, servicios culturales y 
atención médica”, entre otros (ONU, Relator Especial migrantes, 2023b, párrafo 68b).

Por su parte, el Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales ha enfatizado que todas 
las personas que se encuentran bajo la jurisdicción de un Estado, es decir, también las personas 
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solicitantes de asilo, refugiadas y migrantes independientemente de su estatus migratorio, deben 
disfrutar de los derechos reconocidos en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales. Para garantizar este disfrute, considera que los Estados deben establecer, entre otras 
medidas, una separación rigurosa entre las fuerzas de seguridad pública y el personal de atención 
sanitaria (ONU, Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 2017, párrafo 12). 

En la misma línea, la Comisión Europea contra el Racismo y la Intolerancia (ECRI) del 
Consejo de Europa ha recordado que el control de la inmigración y la aplicación de la legislación 
migratoria constituyen objetivos legítimos de los Estados, pero que estos no pueden comprometer 
el cumplimiento de las obligaciones de derechos humanos que han adoptado los mismos Estados 
y que, de acuerdo a los estándares internacionales en la materia, también se predican respecto 
de las personas migrantes en situación irregular. Por esta razón, señala que debe haber claras 
“barreras cortafuegos” que separen las actividades relacionadas con la provisión de servicios 
sociales del control de la inmigración y la aplicación de la legislación migratoria (CONSEJO DE 
EUROPA, 2016, p.15). A su vez, la Agencia de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea 
ha señalado que el intercambio de información entre las escuelas, hospitales y tribunales, de una 
parte, e instituciones a cargo de hacer cumplir la ley en materia migratoria, de otra, crea una 
atmósfera disuasoria para que las personas migrantes indocumentadas accedan a dichos servicios 
(UNIÓN EUROPEA, 2013, letra e). 

Experiencia comparada de barreras cortafuegos y Ciudades Santuario
A continuación, a título ilustrativo, se analiza la experiencia en materia de barreras 

cortafuegos de una serie de ciudades en distintos países del mundo. Por razones de espacio, se 
han seleccionado algunas experiencias relevantes, sin perjuicio de la existencia de otras análogas. 
Cabe observar que aunque el establecimiento de tales barreras es una práctica creciente, ella está 
lejos de haberse vuelto universal.

Estados Unidos
Como se mencionó previamente, en Estados Unidos se emplea la nomenclatura de Ciudades 

Santuario para referirse a aquellas que poseen barreras cortafuegos. Ellas encarnan un conjunto 
heterogéneo de prácticas, leyes y políticas que difieren en sus modalidades prácticas, pero que 
comparten su lógica y principales aspectos.

A modo de contexto, el movimiento santuario en Estados Unidos se remonta a los años 
ochenta del siglo pasado, en circunstancias que el Gobierno Federal de dicho país anunció 
el fin del Estatus de Protección Temporal número 1 para los refugiados de las guerras civiles 
centroamericanas. Así, Tucson, Chicago, Los Ángeles, así como otras ciudades de Arizona, Texas y 
California, fueron protagonistas de los inicios de las Ciudades Santuario (Cruz, 2019, p. 7).

En particular, San Francisco se suele considerar como la primera Ciudad Santuario, cuando 
en 1985 se aprobó la resolución “City and County Refugee”, estableciendo que:

...los empleados federales, y no los municipales, deben ser considerados responsables de 
la aplicación de la política de inmigración y refugiados, y los departamentos de la ciudad 
no actuarán de manera que puedan causar la deportación de refugiados salvadoreños y 
guatemaltecos. (Cruz, 2019, p. 8)

Sin embargo, no fue hasta 1989 que la ciudad adoptó una política general que prohibía a 
los oficiales preguntar a los residentes sobre su estatus migratorio o revelar esta información (Cruz, 
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2019, p. 8). Posteriormente, en San Francisco se han implementado diversas medidas cortafuegos, 
entre las cuales se comprenden protocolos para el personal de primera línea sobre cómo atender 
a todos los residentes independientemente de su situación migratoria, tales como, políticas de 
confidencialidad y limitación del intercambio de información con la policía fronteriza, la política 
de la División de Vivienda y Personas sin Hogar de no permitir que los funcionarios de inmigración 
entren en sus refugios para detener a alguien con fines de deportación, y la negativa de la policía 
de San Francisco a responder afirmativamente a las peticiones de las autoridades de inmigración 
de que se comparta información sobre los detenidos (Hermansson et al., 2022, p. 681).

Por su parte, otras ciudades como Nueva York, Chicago, Boston y Los Ángeles habían adoptado 
medidas o políticas santuario de carácter general incluso con anterioridad a San Francisco, siendo 
esas aun más estrictas (Cruz, 2019, p. 8).

En la misma línea, en 1983 la ciudad de Madison, Wisconsin, aprobó la Resolución 39/105, 
mediante la cual entregó apoyo a las iglesias que ofrecían refugio a los inmigrantes centroamericanos 
en situación de irregularidad. Luego, en 1985 se aprobó la Resolución 41/075, por la que declaraba 
oficialmente a toda la ciudad de Madison como santuario para los centroamericanos que huían de 
la violencia en El Salvador y Guatemala. Desde entonces, más de un centenar de ciudades de todo 
el país han aprobado leyes similares que limitan la participación de los funcionarios locales en la 
aplicación de la ley federal de inmigración, convirtiéndose formalmente en Ciudades Santuario 
(González et al., 2019, p. 2).

El caso del Estado de California es especialmente destacable en la materia, puesto que en 
2013 aprobó la primera legislación a nivel estatal que venía a anular cualquier otra ley que exigiera a 
los gobiernos locales cooperar con las actividades de aplicación de la ley de inmigración, así como 
las leyes que obligan a los gobiernos locales a asignar recursos para perseguir a los inmigrantes. De 
esta manera, esta disposición permitió a numerosas ciudades de California aprobar leyes santuario 
tras la elección de Donald Trump (Cruz, 2019, p. 14).

En el caso de Nueva York, en el año 2015 se introdujo una tarjeta de identificación municipal, 
la cual surgió producto de la presión ejercida por los movimientos ciudadanos proinmigrantes. 
Esta tarjeta municipal cumple la función de identificar a todos sus titulares como residentes de 
la ciudad, sin distinción según situación migratoria, otorgándoles el derecho de acceso a todos 
los servicios municipales. Además, la tarjeta de identificación municipal es reconocida como 
documento de identificación por las policías (Jakob, 2021, p. 7).

En términos generales, existen dos tipos de medidas principales que caracterizan a las 
Ciudades Santuario de Estados Unidos. La primera es del tipo “don’t ask, don’t tell” (“DADT”), 
que prohíbe a la administración local recabar información sobre la situación legal de las personas 
que residen en la ciudad y facilitársela a las autoridades federales (Garcés, Eitel, 2019, p. 2).

El segundo tipo de medidas incluye diferentes formas de documentación a nivel local. En 
ciertos casos, consiste en el reconocimiento de las licencias de conducir o las identificaciones 
emitidas por los consulados de origen, como documentos de identidad. En otros casos, las 
administraciones locales emiten sus propias tarjetas de identificación local para los residentes de 
la ciudad, dando acceso a los servicios públicos locales. (Garcés, Eitel, 2019, p. 2).

Dentro de la variedad de características que poseen las Ciudades Santuario en EE.UU., es 
posible clasificarlas en tres tipos: retóricas, informales y acogedores. Los santuarios retóricos se 
caracterizan por tener ordenanzas y leyes proinmigrantes; no obstante, estas no van más allá 
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del nivel del discurso y carecen de aplicación específica mediante mecanismos concretos, salvo 
por su ausencia de cooperación con ICE. Por tanto, el principal problema de estas ciudades dice 
relación con la vulnerabilidad de las ordenanzas debido a su carácter fácilmente manipulables y 
modificables por los gobiernos, quedando subordinadas a la predisposición hacia los inmigrantes 
del grupo actualmente en el poder (Cruz, 2019, p. 9). De cualquier modo, en un contexto de 
amplia retórica xenófoba es importante que las ciudades asuman un discurso proderecho de las 
personas migrantes. La ciudad de Denver, Colorado, es un claro ejemplo de santuario retórico, 
toda vez que la Ley de Prioridades de Aplicación de la Seguridad Pública solo limita la cooperación 
con las deportaciones del Inmigration and Customs Enforcement (“ICE”), sin perjuicio de que 
existen diversas excepciones relacionadas con la seguridad pública locales (Cruz, 2019, p. 10).

Por otra parte, los santuarios informales son aquellos que se desarrollan cuando hay una 
metrópolis con una gran población inmigrante en un Estado con leyes restrictivas y actitudes 
contrarias a la inmigración. En consecuencia, estas ciudades adoptan variadas prácticas informales, 
tales como el incumplimiento deliberado de la ley estatal y la litigación ante tribunales para obtener 
autonomía en materia de gestión de la inmigración, entre otras medidas (Cruz, 2019, p. 11). En las 
ciudades santuario informales no existe una resolución o política formal, sino que su clasificación 
se basa en sus prácticas (González et al., 2019, p. 6). Esto es lo que ocurre, por ejemplo, en San 
Antonio, Texas (Cruz, 2019, p. 11).

Por último, el tercer tipo está constituido por los santuarios acogedores, en los cuales las 
ordenanzas son complementadas con políticas de colaboración entre organismos públicos y 
organizaciones de inmigrantes. Estas ciudades consideran que su carácter de Santuario puede ser 
el motor de cambio político en materia de inmigración, y son más progresistas, lo que las conduce 
a convertirse en ciudades acogedoras, compasivas y de la libertad para los migrantes (Cruz, 2019, 
p. 12). El ejemplo más emblemático de los santuarios acogedores es Chicago, que se sitúa como 
una de las ciudades a la vanguardia de la defensa y expansión de sus políticas de santuario, lo cual 
cobró particular fuerza en respuesta a las políticas antiinmigrantes del expresidente Trump (Cruz, 
2019, p. 12).

Cabe destacar que ninguna de las Ciudades Santuario, sean retóricas, informales o acogedoras, 
ha suscrito acuerdos con ICE, lo que ha permitido a las ciudades defenderse cuando las agencias 
federales intentan forzar su colaboración en la aplicación de las normas de inmigración (Cruz, 
2019, p. 16).

Canadá
En 2013, Toronto se convirtió en la primera Ciudad Santuario de Canadá, permitiendo a 

todos sus residentes acceder a los servicios municipales. Asimismo, se ha implementado una 
medida similar a la de Chicago -previamente expuesta. A este respecto, la policía se ha adherido 
a una política de no preguntar a los detenidos sobre su estatus migratorio, de modo tal que 
no posee información que compartir con la institución migratoria (TORONTO METROPOLITAN 
UNIVERSITY, 2022).

Además, hay otras seis Ciudades Santuario, incluyendo grandes centros metropolitanos como 
Vancouver y Montreal, y otros centros urbanos más pequeños como Ajax, Edmonton, Hamilton y 
London (TORONTO METROPOLITAN UNIVERSITY, 2022).

En el caso de Montreal, a comienzos del 2017, en una declaración unánime, el ayuntamiento 
oficializó el carácter de Ciudad Santuario, comprometiéndose a asegurar protección y acceso a los 
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servicios municipales a los residentes irregulares de la ciudad. Luego, en junio de 2019 se adoptó 
una política formal de acceso a los servicios municipales sin miedo, con el objeto de permitir que 
todos los habitantes de Montreal puedan acceder a dichos servicios, independientemente de su 
estatus migratorio (Atak, Hudson, 2022).

Sin embargo, dentro del escenario canadiense se ha identificado que las Ciudades Santuario 
están enfrentando obstáculos en la aplicación de las políticas. Al efecto, uno de los principales 
problemas es la dependencia de los gobiernos provinciales respecto del gobierno federal; además 
de la escasa voluntad política para la implementación de políticas públicas enfocadas en la 
protección de los inmigrantes irregulares (Atak, Hudson, 2022; TORONTO METROPOLITAN 
UNIVERSITY, 2022).

Adicionalmente, los servicios públicos a los que acceden los inmigrantes en situación de 
irregularidad, tales como atención médica, vivienda y educación, suelen ser prestados por una 
jurisdicción diversa a la de la Ciudad Santuario en cuestión, ya sea a nivel provincial o federal. Por ello, 
se produce una pérdida de control y efecto de difuminación respecto de la responsabilidad sobre 
los datos acerca del status migratorio de sus residentes extranjeros (TORONTO METROPOLITAN 
UNIIVERSITY, 2022).

Otro factor que afecta la efectividad de la implementación de las medidas cortafuegos en 
las Ciudades Santuario canadienses dice relación con la falta de cohesión en la aplicación de las 
políticas en toda la ciudad, así como los amplios espacios de discrecionalidad para los funcionarios 
en la aplicación de las políticas (TORONTO METROPOLITAN UNIVERSITY, 2022).

En definitiva, para abordar las políticas santuario de manera significativa se requiere que 
los distintos niveles de gobierno canadiense adopten un enfoque colaborativo, reforzando las 
políticas de las Ciudades Santuario. 

Reino Unido
En el Reino Unido son escasas las prácticas de cortafuegos en el trabajo social con migrantes. 

Más aún, antes de llevar a cabo una evaluación de las necesidades de las personas, los trabajadores 
sociales suelen comprobar la situación de inmigración a través de una base de datos integrada entre 
las autoridades locales y las autoridades de inmigración; incluso, los funcionarios de inmigración 
pueden participar como “asociados del Estado” en equipos de trabajo social (Hermansson et al., 
2022, p. 679)

Sin perjuicio de ello, existen algunas que podrían considerarse Ciudades Santuario, siendo 
Sheffield la primera en establecerse en el 2005 (Garcés, Eitel, 2019, p. 3). Luego, en 2010 Swansea 
fue reconocida como la segunda Ciudad Santuario de Reino Unido y la primera en Gales. Incluso, 
en 2019 Gales fue declarada como la primera Nación Santuario (Bernhardt, Squire, 2021, p. 2 y 
9).

En cuanto al panorama general del Reino Unido, los gobiernos locales de las ciudades 
son menos autónomos respecto de las autoridades nacionales, por lo que, en lugar de adoptar 
iniciativas controvertidas y constituirse en oposición a las políticas nacionales, se organizaron 
para acoger a los solicitantes de asilo que el gobierno estaba distribuyendo por todo el país, 
fomentando una cultura de hospitalidad y propender a ser una ciudad inclusiva y cosmopolita, 
más allá de simplemente proporcionar alojamiento físico (Bazurli, 2023, p. 2)
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Más que caracterizarse por un conjunto concreto de acciones de estas Ciudades Santuario, o 
de políticas locales propiamente tal, se creó una red de prácticas y organizaciones, apoyada por la 
administración local, generando espacios de reconocimiento de ciertos derechos de los migrantes. 

Francia
En Francia tampoco existe un desarrollo destacado en el establecimiento de barreras 

cortafuegos. Por el contrario, hace algunos años se adoptó un control de inmigración administrativo 
a todos los beneficiarios de viviendas de emergencia. Sin embargo, en el año 2018, a partir de un 
movimiento de protestas de activistas por los derechos de los migrantes y de críticas esgrimidas 
por el Mediador de la República Francesa, la Corte Suprema de Derecho Administrativo resolvió 
que los residentes en las instalaciones de viviendas de emergencia tienen derecho a no hablar con 
ningún funcionario, como, asimismo, a que la información no sea compartida sin su consentimiento 
(Hermansson et al., 2022, p. 679).

Por su parte, en el ámbito local, destaca la ciudad de Montreuil, la cual se constituye 
como una ciudad acogedora para la población migrante. Actualmente se halla en un proceso de 
transición gradual, avanzando desde un enfoque ad hoc de los servicios destinados a categorías 
específicas orientadas a una necesidad concreta hacia una perspectiva de acceso incondicional a 
los derechos y servicios para todos los residentes. Este enfoque amplio integra diversos servicios 
públicos a nivel local, en el ámbito económico, cultural y jurídico (Colini, Furri, 2021b, p. 5).

En contraposición a Montreuil, la ciudad de Marsella, la cual, atendida su ubicación 
geográfica, ha recibido una importante afluencia de población inmigrante proveniente de diversas 
regiones, entre ellas, Medio Oriente, norte de África y Asia. De hecho, en el 2017, la población 
extranjera en Marsella representaba el 10,1% de la población de la ciudad, frente a una media 
nacional del 6,9%. Pese ello, la tendencia de la política local ha sido de un escaso desarrollo de 
políticas de integración para migrantes y refugiados. Sin embargo, desde el cambio del gobierno 
local en el 2020, la ciudad se ha encaminado en una dirección más protectora de los derechos 
de las personas migrantes, empezando a a reforzar su posición como ciudad de acogida a nivel 
nacional, y ha abierto las puertas a la conversación con la sociedad civil sobre acciones en materia 
migratoria (Colini, Furri, 2021a, p. 3).

Países Bajos
En los Países Bajos, en términos generales, la naturaleza del sistema de control de la 

inmigración presenta importantes obstáculos en cuanto a la protección de la población inmigrante 
en situación de irregularidad, especialmente en relación con los componentes de “don’t ask, don’t 
tell” en el marco de las barreras cortafuegos. 

En esta línea, el sistema exige que los inmigrantes irregulares revelen información sobre su 
identidad y situación de residencia a la policía cuando ésta lo solicita, establece la infraestructura 
digital por la que esa información se comparte entre diversas unidades y organismos del gobierno 
– incluida la Policía de Inmigración –, y está estructurado de forma que fomenta la cooperación 
íntima entre la policía local y las autoridades de inmigración (Timmerman et al., 2020, p. 438).

A mayor abundamiento, en contraposición al establecimiento de firewalls, la denominada 
Ley de Enlace, garantiza que sólo los inmigrantes con permisos de residencia válidos puedan 
acceder a los mercados formales de trabajo y vivienda, prestaciones de seguridad social y a los 
servicios públicos. Para ello, se permite cotejar una amplia gama de datos de registro público 
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necesarios para acceder a los diversos servicios públicos, con el objeto de verificar la situación de 
residencia de una persona (Timmerman et al., 2020, p. 435). Asimismo, la Ley de Identificación 
dispone la obligación de identificación, esto es, que todas las personas mayores de 14 años deben 
mostrar un documento de identidad válido a la policía cuando ésta lo solicite (Timmerman et al., 
2020, p. 436).

En relación con el rol de la policía y las autoridades de inmigración, no existe una única 
autoridad federal de inmigración, como el ICE en Estados Unidos. Por el contrario, el sistema 
neerlandés de control de la inmigración se compone de varios actores institucionales destinados 
a cooperar de forma integrada mediante el intercambio de información. Dentro de esta cadena 
institucional, el organismo responsable de supervisar y hacer cumplir la legislación en materia 
de inmigración e impedir la residencia no autorizada es la Policía de Inmigración (“AVIM”, en 
neerlandés), que es una unidad particular de la Policía Nacional, y que, si bien opera a escala 
regional, se coordina con los distritos locales. Así, aunque la policía local no es la responsable de 
supervisar y hacer cumplir la legislación de inmigración, está autorizada a detener a una persona 
si existe una sospecha razonable de estatus migratorio irregular y, en caso necesario, proceder a 
su detención para examinar su situación de residencia. Luego, cuando se detiene a una persona y 
se descubre que es inmigrante irregular, se pone bajo custodia de la AVIM (Timmerman, 2020 et 
al., p. 437 y 438). Esta puede detener a inmigrantes irregulares, llevar a cabo investigaciones de 
identidad, y determinar si los inmigrantes no autorizados detenidos deben ser recluidos o no en 
centros de detención para inmigrantes.

La principal excepción radica en el desarrollo de la política “free in, free out”, la cual permite 
a los inmigrantes irregulares que hayan sido víctimas o testigos de un delito, aproximarse a una 
comisaría policial para denunciar, con la garantía de que podrán salir libremente sin ser detenidos 
o encarcelados por su situación irregular.

Esta política comenzó en el año 2013 como parte de un proyecto piloto impulsado por la 
Policía de Ámsterdam, en colaboración con organizaciones locales proinmigrantes y el Ministerio 
de Justicia y Seguridad de los Países Bajos. Posteriormente, se extendió a otros municipios, entre 
ellos, Utrecht y Eindhoven; hasta que finalmente fue introducida como una política nacional 
en el año 2015 y reconocida formalmente como parte de la aplicación oficial de la Victims’ 
Rights Directive de la Unión Europea. Actualmente representa el único ejemplo conocido a nivel 
nacional de firewalls oficial para las víctimas de delitos en Europa. Adicionalmente, en junio 
del 2020 la Comisión Europea presentó la nueva Estrategia sobre los Derechos de las Víctima 
(2020-2025) (Miellet, 2021, p. 13; Timmerman et al., 2020, p. 439).

Dentro de las cinco prioridades establecidas, se encuentra la de mejorar el apoyo y protección 
a las víctimas más vulnerables. Sobre este punto, se reconoce la necesidad de explorar herramientas 
legales y prácticas a nivel de la UE para mejorar la denuncia de los delitos y el acceso a servicios 
de apoyo para las víctimas migrantes, independientemente de su situación de residencia. En otras 
palabras, garantizar la seguridad de la denuncia para los inmigrantes irregulares. Más aún, se 
establece el compromiso de la Comisión Europea de promover el intercambio de buenas prácticas 
entre los Estados miembros, para efectos de desvincular la denuncia de delitos del procedimiento 
de retorno (COMISIÓN EUROPEA, 2020, p. 9 y 17).

Otra medida cortafuego implementada en algunas ciudades de los Países Bajos, tales como 
Ámsterdam y Utrecht, son los acuerdos de la Administración municipal con la Policía Local para 
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que no patrulle en los alrededores de las organizaciones locales que ofrecen asesoría legal y otras 
formas de asistencia a las personas migrantes irregulares (Miellet, 2021, p. 13).

Suiza
En Suiza existe un grupo de medidas santuario que dice relación con la implementación 

de documentación a nivel local. Si bien ello no viene a sustituir el permiso de residencia a nivel 
nacional, garantiza el derecho de todos los residentes de la ciudad a acceder a los servicios 
públicos locales; reduciendo – aunque no eliminando por completo – la exposición de las personas 
migrantes en situación irregular al riesgo de detención y/o deportación. 

En este contexto, en 2017, en la ciudad de Zúrich, grupos de la sociedad civil e iglesias 
fundaron la asociación “Züri City Card”, haciendo campaña por la introducción de una tarjeta de 
identidad, basada en la experiencia comparada de las Ciudades Santuario en Estados Unidos, para 
efectos de crear seguridad de residencia en el espacio público y prestar apoyo a los inmigrantes 
irregulares en el ejercicio de sus derechos. En consecuencia, y ante la exitosa recolección de 
firmas, en el 2020 el Consejo de la ciudad finalmente decidió implementar la “Züri City Card” 
(Jakob, 2021, p. 6).

Con el objetivo de evitar la estigmatización de la población inmigrante, en lugar de entregar 
la tarjeta de identificación exclusivamente a inmigrantes indocumentados, la Züri City Card se 
ofrecerá a toda la población residente en la ciudad; para lo cual se ofrecerán incentivos adicionales, 
tales como descuentos en cafés, museos y tiendas. De este modo, portar la Züri City Card no 
indica automáticamente la condición migratoria, pero sí otorga acceso no discriminatorio a los 
servicios públicos (Jakob, 2021, p. 7).

Cabe mencionar que, con posterioridad a la decisión del Consejo de la ciudad, el gobierno 
federal se pronunció sobre la medida aprobada, indicando que la tarjeta de identificación 
municipal solo podría utilizarse cuando no fuera necesario demostrar la condición de residente 
de una persona, por ejemplo, en los servicios de salud o en actividades de ocio o culturales como 
bibliotecas o museos. Más aún, el gobierno federal declaró que la “Züri City Card” no constituye 
un documento de identificación oficial, no legaliza ni regulariza la situación de residencia, y por 
lo tanto tampoco puede ser aceptada en un control policial (Jakob, 2021, p. 8).

En consecuencia, sin perjuicio de que la tarjeta de identificación municipal efectivamente 
garantiza el acceso a ciertos servicios públicos para los inmigrantes irregulares residentes en Zúrich, 
ella no constituye una barrera cortafuego que garantice el acceso a la justicia -por ejemplo, a 
través de la presentación de denuncias ante la policía-, toda vez que persiste la exposición al 
riesgo de deportación. 

España
Las disposiciones legales españolas que limitan de manera estricta el intercambio de 

datos personales, prohibiéndolo en la gran mayoría de los casos, constituyen una salvaguarda 
importante para las personas migrantes. De allí que las organizaciones de la sociedad civil que 
trabajan en temas migratorios en España consideren que tales regulaciones y su implementación 
efectiva protegen de manera adecuada la confidencialidad de la información que proporciona la 
población migrante cuando acude a los servicios públicos. 

Si bien las normas jurídicas que limitan el intercambio de datos son de aplicación general, 
es decir, referidas tanto a nacionales como a migrantes, respecto de éstos la efectividad de dichas 
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normas resulta especialmente crucial. Ello debido a que por tratarse de un colectivo vulnerable 
se halla sumamente expuesto a riesgos de distinta índole. Además, como muchas decisiones 
que recaen en la población migrante son adoptadas en el ámbito administrativo (detenciones 
migratorias, expulsiones, etc.), el respeto a la confidencialidad en el tratamiento de la información 
recogida es crucial para la salvaguarda de sus derechos humanos (Ortega Giménez, Heredia 
Sánchez, 2023). Esto, desde luego, también resulta central para que las personas migrantes acudan 
a los servicios públicos.

Como medidas complementarias, la legislación española obliga a toda persona residente 
en el país a inscribirse en el padrón municipal (registro administrativo municipal), incluyendo los 
inmigrantes irregulares, favoreciendo su integración en la sociedad y sin que ello conduzca a que 
la información sea compartida con las agencias migratorias. Algunas ciudades españolas formulan 
un planteamiento integrador del registro en el padrón municipal, el cual adquiere importancia 
como prueba de residencia e integración social. Asimismo, el padrón municipal simplifica el 
acceso a los servicios municipales a corto plazo y facilita la regularización migratoria a largo plazo 
(Kaufmann et al., 2022, p. 5). Por un lado, Barcelona y Madrid aceptan declaraciones juradas 
de trabajadores sociales y religiosos para confirmar la identidad de los inmigrantes. Además, 
Barcelona y Valencia animan a los residentes a empadronarse incluso aunque no tengan una 
dirección oficial. Por otro lado, otros municipios españoles obstaculizan el empadronamiento de 
inmigrantes irregulares exigiéndoles un nivel de vida mínimo o incluso permisos de residencia 
(Kaufmann et al., 2022, p. 5).

A mayor abundamiento, desde el 2015 Barcelona es conocida como una ciudad solidaria 
líder en España y Europa. El plan “Barcelona, Ciudad Refugio” se ha desarrollado a partir de un 
trabajo colaborativo entre la administración municipal y la sociedad civil, el cual incluye medidas 
concretas para preparar a la ciudad para acoger y ayudar a los refugiados, proporcionar los 
servicios necesarios, y garantizar sus derechos. Para coordinar la aplicación de este plan, el 2015 
el ayuntamiento de Barcelona creó la Ciutat Refugi-office (Kron, 2021, p. 2 y 6). En el año 2017, 
se incorporó el documento de vecindad emitido por el ayuntamiento de Barcelona, para efectos 
de ayudar a los inmigrantes irregulares a demostrar su nivel de integración en la ciudad, demostrar 
haber vivido en España durante al menos 12 meses y estar empadronado en el municipio de 
Barcelona. Este documento de vecindad tiene una validez de un año (Kron, 2021, p. 9). Es 
menester mencionar que, a diferencia del documento de identidad de Nueva York que permite 
acceder a los servicios sociales y culturales públicos, la principal importancia del documento 
de vecindad dice relación con su utilidad como prueba en casos de detención y deportación, 
pudiendo ser tenido en cuenta por jueces y tribunales que tomen decisiones sobre estos asuntos. 
Sin embargo, el documento de vecindad no es jurídicamente vinculante para el Estado, quedando 
sujeto a la discrecionalidad de las autoridades de inmigración (Kron, 2021, p. 9).

Conclusión
La adopción de “barreras cortafuegos”, que fijen una separación clara entre los servicios 

públicos y las agencias encargadas del control migratorio, ha venido cobrando creciente 
importancia como consecuencia de la expansión de los migrantes en situación irregular y de su 
gran desprotección. Desde los organismos internacionales de derechos humanos, tanto aquellos 
dedicados al tema de las migraciones como otros cuyo mandato las incluye en parte (niñez; trata 
de personas; derechos económicos, sociales y culturales, etc.), los llamados a establecer tales 
barreras se vuelven muy frecuentes en los últimos años, como una manera de que los Estados 
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aseguren el acceso a los servicios públicos de todas las personas migrantes, incluidas aquellas cuyo 
status migratorio es irregular. A nivel comparado, se aprecia la existencia de numerosas ciudades 
de distintos países y regiones del mundo que implementan “barreras cortafuegos”. El número de 
ciudades que lleva a cabo esta práctica se ha incrementado en los últimos años, pero, aun así, la 
mayoría de las ciudades o de los Estados no han establecido dichas barreras.

En el contexto de Pandemia la necesidad de establecer “barreras cortafuegos” se volvió 
particularmente acuciante. Ello ocurrió en especial respecto del acceso a los servicios de salud, 
pero también respecto de otros servicios públicos, cuyo acceso en el marco de la crisis sanitaria era 
aún más necesario que en contextos de normalidad. La experiencia vivida durante la Pandemia 
hace previsible que en los próximos años el debate acerca de la necesidad de establecer “barreras 
cortafuegos” lejos de decaer se acentúe y cobre mayor vigor.

Como se señaló en este trabajo, la existencia de “barreras cortafuegos” a nivel de las ciudades 
puede entrar en tensión con las políticas migratorias estatales y a veces esas chocan frontalmente 
con estas, como cuando se trata de un Estado que posee una práctica represiva de la migración. 
Por lo mismo, si bien las “barreras cortafuegos” son de gran importancia para la protección de los 
derechos humanos de quienes migran, ellas poseen un alcance limitado, ya que no constituyen 
por sí mismas una política migratoria de carácter general. En este sentido, a veces tales barreras 
coexisten con políticas estatales renuentes a conducir procesos de regularización migratoria o 
que emplean las deportaciones, la detención migratoria u otros mecanismos represivos como 
mecanismos principales. De allí que las “barreras cortafuegos” puedan considerarse como 
indispensables, pero no suficientes por sí solas para una plena garantía de los derechos humanos 
de las personas migrantes.
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